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DEBIDO PROCESO – VÍA DE HECHO – INDUCCIÓN AL ERROR - Reprocha el actor que se haya reconocido, por la vía judicial la pensión de sobrevivientes al señor Giovanni Jaramillo Franco, con ocasión del fallecimiento de su progenitora Onelda Franco García, cuando él, quien disfrutaba de dicha prestación en calidad de cónyuge supérstite, reconocida por la vía administrativa,  no fue vinculado al proceso ordinario laboral tramitado ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito, actuación que estima vulneratoria de los derechos fundamentales cuya protección reclama a través de esa acción.
(…)

En ese sentido, es claro que Colpensiones al momento en que le fue notificada la demanda iniciada por el señor Giovanni Jaramillo Franco, debió informar al juzgado tutelado del reconocimiento pensional efectuado al señor Henao Velásquez, carga que le correspondía por tener en su poder el expediente administrativo de la afiliada y ser la entidad pagadora de la mesada pensional que disfrutaba el tutelante, evitando así el desgaste judicial y administrativo que se ha generado en el presente asunto.

Lo anterior, pone en evidencia que la omisión de Colpensiones indujo a error a la funcionaria de primer grado, pues tramitó un proceso ignorando la existencia del titular de un derecho que estaba siendo reclamado, por la vía judicial, por otra persona que alegaba igual calidad, originando con ello una clara violación al debido proceso y al derecho de defensa que le asiste al accionante.

Ahora, aun cuando la Corte Constitucional ha precisado que el error inducido como requisito específico de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial consiste en el engaño que sufra el juez unitario o colegiado por parte de un tercero, lo cierto es que en presente caso no se presentó un engaño en estricto sentido ni Colpensiones era un tercero, pero la omisión en la que incurrió como parte del proceso ordinario cuestionado, tiene las mismas consecuencias respecto a los derechos fundamentales del señor Henao Velásquez, pues  permitió  un proceso sin su participación, cuyo resultado implicó que fuera despojado de un derecho que ostentaba de manera legítima, dado que le fue reconocido por la entidad competente al acreditar los requisitos necesarios para ello.
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Pereira, veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete 

Acta N° 0           de 24 de agosto de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la Acción de Tutela presentada por el señor Gustavo de Jesús Henao Velásquez contra el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, Colpensiones y Geovanni Jaramillo Franco, representado por el señor José René Pérez Franco en calidad de curador.
ANTECEDENTES

Precisa el señor Gustavo de Jesús Henao Velásquez que contrajo matrimonio católico con la señora Onelda Franco García el día 3 de octubre de 1998 conviviendo de manera ininterrumpida hasta el día 24 de septiembre de 2007, data en que falleció ésta, motivo por el cual se presentó a reclamar la pensión de sobrevivientes ante el ISS, siéndole otorgada mediante Resolución No 1642 de 2008, a partir de la fecha del óbito de su cónyuge.

Informa que el día 18 de septiembre de 2012 el señor José René Pérez Franco, en representación del señor Giovanni Jaramillo Franco, hijo inválido de la causante, se presentó a reclamar la misma prestación, pero en esta oportunidad la administradora la negó a través del acto administrativo No GNR 6332 de 2014, razón por la que impetraron acción laboral con igual pretensión, siendo tramitada y decidida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, que mediante sentencia  de fecha 27 de mayo de 2014 (sic), le reconoció la prestación.

Afirma que en dicho trámite no fue llamado a integrar la litis y por ese motivo, Colpensiones, al momento de dar cumplimiento a la decisión judicial, lo retiró de la nómina de pensionados y lo instó a reintegrar la suma de $51.684.929; que en virtud de esa decisión, reclamó nuevamente la prestación y posteriormente la reactivación del pago de la misma, siendo negadas ambas solicitudes mediante Resoluciones Nos GNR 278929 y 373523 de 2015, respectivamente.

Indica que buscó el pago de la citada pensión por la vía ejecutiva; no obstante el Juzgado Primero Laboral del Circuito negó el mandamiento de pago dado el reconocimiento judicial de la prestación a favor de Giovanni Jaramillo Franco.

Sostiene que no tiene los medios económicos para lograr su sostenimiento y el de su progenitora, quien se encuentra a su cargo, pues que sólo trabaja 4 días a la semana y padece de una serie de enfermedades que le impiden generar ingresos suficientes para su hogar, lo que hace necesario que continue percibiendo la prestación que le fue revocada y es con el fin de recuperarla que impetra la presente acción constitucional, pues considera que las actuaciones y omisiones de las llamadas a juicio vulneran sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y acceso a la administración de justicia, a la vida en condiciones dignas, a la integridad personal, igualdad, salud, y seguridad social.

Por lo anterior solicita la protección de tales garantías y como consecuencia se ordene al despacho accionado  declarar la nulidad del proceso ordinario laboral de primera instancia iniciado por Giovanni Jaramillo Franco en contra de Colpensiones, radicado al No 66001-31-05-2013-00547-00, a partir del auto admisorio, disponiendo su vinculación a la litis.  Así mismo, reclama de Colpensiones el restablecimiento del pago de la prestación en un el 50% en orden a garantizar su derecho al mínimo vital.

TRÁMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se ordenó la notificación al despacho accionado y a Colpensiones, concediéndoles el término de dos (2) días para vincularse a la litis.  Así mismo, se dispuso la vinculación de Giovanni Jaramillo Franco a través de su curador, José René Pérez Franco, por constituir la parte activa de la demanda ordinaria laboral cuyo trámite fue cuestionado en la presente acción.
Dentro del traslado conferido, el Juzgado tutelado hizo un recuento de lo acontecido en el proceso radicado con el número 2013-00547, iniciado por Jaramillo Franco a través de su curador contra Colpensiones, para indicar, como argumento defensivo, que en momento alguno tuvo noticia de la existencia de otro beneficiario de la pensión de sobrevivientes en disputa.  Tampoco la entidad demandada, quien tiene acceso al expediente administrativo, puso esa situación de manifiesto, insistiendo en el hecho de que el trámite impartido a la acción ordinaria fue el adecuado y es en relación con éste, que estima no se configuró ninguna vía de hecho como lo reclama el demandante, por lo que debe declararse improcedente la acción constitucional.
Giovanni Jaramillo Franco a través de su curador, José René Pérez Franco, indicó que en momento alguno del trámite administrativo les fue informado de la existencia de otro beneficiario reclamante, siendo del caso también informar que luego de presentada la solicitud pensional de su parte, ante el silencio de la entidad accionada, se vio en la obligación de iniciar la acción laboral para que le fuera reconocida la pensión de sobreviviente originada en la muerte de su progenitora, afirmando desconocer la Resolución No GNR 6332 de 10 de enero de 2014, por medio de la cual se le negó la pensión de sobreviviente en el trámite iniciado ante Colpensiones.
Indica también que sus derechos fundamentales fueron vulnerados por el señor Gustavo de Jesús Henao Velásquez, quien se presentó a reclamar la prestación cuando tenía conocimiento de su existencia y la calidad de beneficiario de la misma, obligándolo a acudir a la vía ordinaria para así obtener la pensión de sobrevivientes, correspondiéndole ahora a éste acudir a la jurisdicción laboral para reclamar el derecho que pretende.

Estima además, no se dan los presupuestos constitucionales para que, por este medio, se acceda a sus peticiones, dado que no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable, en la medida que: i) se encuentra en edad productiva para procurar su manutención, ii) no existe evidencia de las condiciones de salud que atraviesa, como tampoco de su actual situación económica y iii) desde el cumplimiento de la orden judicial por parte de Colpensiones y la actual petición de amparo han trascurrido 2 años, lo que indica que la inmediatez tampoco se configuró en el presente asunto.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrió el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, en una vía de hecho al tramitar el proceso ordinario laboral de primera instancia propuesto por Giovanni Jaramillo Franco en contra de Colpensiones sin la intervención del señor Gustavo de Jesús Henao Vásquez?
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

Recientemente, la Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:

“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

                                                       

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

Respecto al error inducido, dijo la Corporación en la misma providencia que “se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales”. 

Más delante, en la T-111-2011, ratificada en la T-267 de 2017 explicó que para que se configure esta causal, deben concurrir dos presupuestos a saber: (i) “debe demostrarse en el caso concreto que la decisión judicial se ha basado en la apreciación de hechos o situaciones jurídicas, en cuya determinación los órganos competentes hayan violado derechos constitucionales” y, (ii) “que esa violación significa un perjuicio iusfundamental para las partes que intervienen en el proceso judicial”. 

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. CASO CONCRETO.

Reprocha el actor que se haya reconocido, por la vía judicial la pensión de sobrevivientes al señor Giovanni Jaramillo Franco, con ocasión del fallecimiento de su progenitora Onelda Franco García, cuando él, quien disfrutaba de dicha prestación en calidad de cónyuge supérstite, reconocida por la vía administrativa,  no fue vinculado al proceso ordinario laboral tramitado ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito, actuación que estima vulneratoria de los derechos fundamentales cuya protección reclama a través de esa acción. 
En el caso bajo estudio, la viabilidad del trámite de tutela tiene las puertas abiertas pues se cumple con los requisitos generales citados con antelación, así: i) la estimación que hizo el actor de la afectación de sus derechos fundamentales, identificando plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la violación que alega, ii) ningún recurso podía interponer contra la decisión que reconoció la pensión de sobrevivientes al señor Giovanni Jaramillo Franco, por la muerte de la señora Onelda Franco García, pues no hizo parte del proceso ni tuvo conocimiento de su existencia, iii) la providencia reprochada no fueron proferidas en el marco de una acción de tutela.

Ahora, respecto al ítem iv) esto es la inmediatez con la que obró Henao Velásquez, se tiene que también se cumple con este presupuestos pues aunque la decisión que otorgó la gracia pensional a favor del hijo en estado de discapacidad de la causante, fue proferida el 26 de febrero de 2014, el retiro como beneficiario del actor sólo se dio con la resolución No GNR 234929 de 3 de agosto de 2015.  Fue en virtud a ésta decisión que presentó dos reclamaciones ante Colpensiones, una con buscando nuevamente el reconocimiento de la prestación y otra su reactivación, las cuales fueron decididas de forma negativa mediante los actos administrativos GNR 278929 y GNR 373523 de septiembre y noviembre de 2015 respectivamente; posteriormente, el día 2 de marzo de 2016 presentó derecho de petición ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito con el fin de que le fueran expedidas copias del proceso que sobre el asunto fue tramitado en ese juzgado y finalmente, el día 26 de abril de año que corre, el mismo despacho negó el mandamiento de pago que solicitó aportando como título ejecutivo la Resolución No 001642 de 2008, acto administrativo por medio del cual el Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión.
Cómo puede observarse no se puede hablar de inactividad de la parte actora frente al derecho que reclama, toda vez que por la vía administrativa y judicial ha procurado el restablecimiento de la prestación que venía disfrutando.

Determinada la procedencia de la acción, debe precisarse que luego de revisado el expediente radicado con el número 66001-31-05-001-2013-000547-00, correspondiente al proceso ordinario laboral de primera instancia iniciado por Giovanni Jaramillo Franco contra Colpensiones,  se pudo establecer que en el mismo no había manera alguna de que la funcionaria de primer grado pudiese inferir la existencia, como beneficiario de la pensión de sobrevivientes originada por la muerte de la señora Onelda Franco García, del señor Gustavo de Jesús Henao Velásquez.
No obstante, luego de analizados los documentos aportados a la presente acción, se tiene que al actor le fue reconocida la pensión de sobrevivientes en calidad de cónyuge supérstite de la causante Odeilda Franco García, tal como se observa en la copia de la Resolución No 1642 de 2008, visible a folios 21 y 22 del expediente y que disfrutó de la misma hasta el momento en que, en cumplimiento de una orden judicial, se otorgó y ordenó el pago de la misma prestación al señor Giovanni Jaramillo Franco.

En ese sentido, es claro que Colpensiones al momento en que le fue notificada la demanda iniciada por el señor Giovanni Jaramillo Franco, debió informar al juzgado tutelado del reconocimiento pensional efectuado al señor Henao Velásquez, carga que le correspondía por tener en su poder el expediente administrativo de la afiliada y ser la entidad pagadora de la mesada pensional que disfrutaba el tutelante, evitando así el desgaste judicial y administrativo que se ha generado en el presente asunto.

Lo anterior, pone en evidencia que la omisión de Colpensiones indujo a error a la funcionaria de primer grado, pues tramitó un proceso ignorando la existencia del titular de un derecho que estaba siendo reclamado, por la vía judicial, por otra persona que alegaba igual calidad, originando con ello una clara violación al debido proceso y al derecho de defensa que le asiste al accionante.

Ahora, aun cuando la Corte Constitucional ha precisado que el error inducido como requisito específico de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial consiste en el engaño que sufra el juez unitario o colegiado por parte de un tercero, lo cierto es que en presente caso no se presentó un engaño en estricto sentido ni Colpensiones era un tercero, pero la omisión en la que incurrió como parte del proceso ordinario cuestionado, tiene las mismas consecuencias respecto a los derechos fundamentales del señor Henao Velásquez, pues  permitió  un proceso sin su participación, cuyo resultado implicó que fuera despojado de un derecho que ostentaba de manera legítima, dado que le fue reconocido por la entidad competente al acreditar los requisitos necesarios para ello.

Corolario con lo expuesto se tutelarán los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa cuya titularidad recae en el tutelante y como consecuencia se dejará sin efecto toda la actuación surtida en el proceso ordinario radicado con el número 66001-31-01-001-2013-00547-04 iniciado por Giovanni Jaramillo Franco contra Colpensiones y se ordenará al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, que en el término de cuarenta y ocho horas (48) contadas a partir de la notificación de la presente providencia, proceda a adelantar el trámite que corresponda, previa vinculación del señor Gustavo de Jesús Henao Velásquez a la litis.

Respecto a la pretensión de reactivar el pago del 50% de la mesada pensional que venía disfrutando el demandante, no se accederá a ello, por cuanto el señor Giovanni Jaramillo Franco reclama en su demanda el 100% de la prestación originada con la muerte de su progenitora Odeilda Franco García, por lo que la definición del derecho debe quedar en suspenso hasta la sentencia que se profiera en el proceso ordinario.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de DEFENSA y al DEBIDO PROCESO del cual es titular el señor GUSTAVO DE JESUS HENAO VELÁSQUEZ.

SEGUNDO: DEJAR sin efecto la actuación surtida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia iniciada por GIOVANNI JARAMILLO FRANCO contra COLPENSIONES, radicada con el número 66001-31-05-001-2013-00547-01.

TERCERO: ORDENAR al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira  que, dentro del término de cuarenta y ocho horas (48) contadas a partir de la notificación de la presente providencia,  proceda a adelantar el trámite que corresponda, previa vinculación del señor Gustavo de Jesús Henao Velásquez a la litis.

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
QUINTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SÉPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario 
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